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TEMERIDAD - Cómo puede observarse, todas las acciones iniciadas por el actor están encaminadas al pago de las acreencias económicas previstas en el literal h del artículo 40 de la Ley 48 de 1993, pues aun cuando algunos hechos resultan novedosos en cada una de las acciones, ello ocurre en virtud a que han trascurrido más de 12 años desde el momento en que se produjo la lesión que disminuyó su capacidad laboral – 11 de agosto de 2005- y las serie de tutelas que ha iniciado.

Lo anterior es así por cuanto en la actualidad reclama el pago de la prestación prevista en el literal h del artículo 40 de la Ley 48 de 1993, argumentando que la tardanza en la notificación del Acta de Junta Médico Laboral No 75222 del 3 de diciembre de 2014, sólo se hizo efectiva el 16 de marzo del año en curso, debido a una orden de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado –hechos 2 y 3 de la acción-, lo cual no resultan suficientes para justificar la interposición de la presente acción, toda vez que por el término de casi 4 años la jurisdicción constitucional le ha negado tal pretensión, lapso en el cual, conforme lo indicó la Sala en las providencias por medio de las cuales ordenó el archivo del incidente de desacato radicado No 2013-00143, ya habría iniciado y obtenido una decisión por la vía ordinaria.

A más de lo anterior, se tiene que aun cuando no lo solicita en la presente acción, insinúa la necesidad de realización de una nueva calificación de pérdida de capacidad laboral, cuando estos fueron los mismos argumento que consideró esta Sala el 27 de noviembre de 2013, al ordenarle a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional convocar a la Junta Médico – Laboral, para que fuera valorada nuevamente la disminución de su capacidad laboral, que inicialmente había sido dictaminada en 11% -fl 42-.

Así las cosas ninguna duda ofrece la ausencia de buena fe en el actuar del demandante al interponer la presente acción, por lo que resulta temrario su proceder y en ese sentido, se denegará y se fijará a título de costas a cargo del actor,  conforme lo establece el artículo 25 del Decreto 2591 de 1991, la suma de $737.717. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiuno de septiembre de dos mil diecisiete
Acta N° ______ del 21 de septiembre de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela propuesta por el señor JHON ÉDISON ORTIZ ORTIZ contra el Ejército Nacional – Dirección de Prestaciones Sociales.
ANTECEDENTES

Indica el señor Ortiz Ortiz que con ocasión a las lesiones sufridas en cumplimiento del servicio militar obligatorio, fue calificado por la Junta Médica Laboral, con un 30.04% de disminución de la capacidad laboral ocurrida en el servicio por causa y razón del mismo, según acta No 75222 de 3 de diciembre de 2014; que la notificación de ésta calificación sólo se dio el 16 de marzo de 2017, cuando la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, así lo dispuso al resolver un trámite inicidental por él iniciado.

Afirma que el periodo corrido entre la fecha en que se realizó la Junta Médica y la notificación del dictamen han surgido nuevas patologías que han afectado su salud, las cuales no tuvieron oportunidad de ser valoradas, por lo que se hace necesario realizar una nueva calificación para definir su situación laboral, dado que no se encuentra en capacidad física de ingresar al campo laboral, lo cual ha impedido generar los ingresos necesarios para atender la manutención de sus dos hijos menores y asumir los gastos que implican los estudios secundarios que en la actualidad adelanta gracias a la beca obtenida por la Corporación Matamoros gestionada por la Dirección de Familia y Bienestar del Ejército Nacional.

De acuerdo con lo expuesto, solicita la protección del derecho fundamental al mínimo vital y como consecuencia, que se ordene al Ejército Nacional el pago de la prestación económica establecida en el artículo 40 de la Ley 48 de 1993 desde la fecha en que debía hacerse la notificación del acta de calificación de la pérdida de capacidad laboral hasta cuando se incorpore laboralmente.

TRAMITE IMPARTIDO

Luego de admitida la acción de tutela en esta Sede, se concedió a la parte accionada el término de dos días para que se vinculara a la litis. 
En comunicación de fecha 12 de septiembre de 2017 el Ministerio de Defensa Nacional informó que la entidad competente para atender la petición del actor era la Dirección de Prestaciones del Ejército Nacional, motivo por el cual, mediante uto de fecha 13 de los corrientes de dispuso su vinculación.

Dicha dependencia oportunamente adujo en su defensa que mediante Resolución con 201202 de 20 de agosto de 2015 le fue reconocido al actor el pago de la indemnización por disminución de la capacidad laboral, el cual fue incluido en nómina y girado a la cuenta bancaria del titular el 8 de febrero de 2016.

Mediante auto de fecha 20 de septiembre de 2017 se dispuso incorporar a ésta acción algunas de las piezas procesales que integran el incidente de desacato radicado No 2013-00143 adelantado por el señor Jhon Edison Ortiz contra el Ejército Nacional, ante esta Sala de Decisión, en las cuales se observan entre otros documentos el auto de fecha 22 de octubre de 2015, por medio del cual la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado revocó una sanción impuesta al Director de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional dentro del incidente de desacato iniciado por el actor ante el Tribunal Administrativo de Risaralda.
CONSIDERACIONES
PROBLEMA JURÍDICO

¿Vulnera el Ejército Nacional el derecho fundamental al mínimo vital del actor por no reconocer a su favor los beneficios contemplados en el artículo 40 de la Ley 48 de 1993?
¿Se presenta temeridad en la presente acción constitucional?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. TEMERIDAD y COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en afirmar que una actuación es temeraria “cuando a través de la interposición de varias acciones de tutela simultáneas o sucesivas, se pretende satisfacer una misma pretensión material, basada en supuestos de hecho idénticos. En estos casos el juez de tutela, debe constatar que se esté en presencia de una (i) identidad de accionado; (ii) identidad de accionante; (iii) identidad fáctica y (iv) ausencia de una justificación suficiente para interponer la nueva acción
. Ahora bien, también ha establecido el Alto Tribunal, que una vez verificados los anteriores presupuestos, para que se configure la temeridad debe percibirse mala fe en el actuar del peticionario. 

Sin embargo, “en aquellos casos en que no se configure una actuación temeraria, las acciones de tutela interpuestas deben ser declaradas improcedentes, puesto que sobre las mismas opera la cosa juzgada constitucional, que se predica de la revisión de fallos de tutela de la Corte Constitucional”
. (Negrillas fuera del original).
2. CASO CONCRETO

En el presente asunto, se tiene que, como se observa a folio 31 y siguientes del expediente, el actor interpuso acción de tutela contra el Ejército Nacional de Colombia el día 13 de noviembre de 2013, correspondiéndole por reparto a esta Sala de decisión –fl 35-, en esa oportunidad, el demandante solicito el reconocimiento de las prestaciones económicas y asistenciales previstas en el artículo 40 de la Ley 48 de 1993.

En esa oportunidad esta Corporación, con ponencia de quien ahora cumple igual labor, en providencia de fecha 27 de noviembre de 2013, amparó el derecho fundamental del debido proceso del cual es titular el señor Ortiz Ortiz y ordenó a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional que conformara nuevamente la Junta Médico-Laboral con el fin de le fuera calificada la pérdida de capacidad laboral, disponiendo a su vez que la Dirección de Prestaciones Sociales y la Dirección de Familia y Asistencia Social del Ejército Nacional, una vez en firme el dictamen y en caso de que los presupuestos legales se dieran, debía reconocer las prestaciones económicas a que hubiera lugar y la inclusión de los programas de orientación laboral y educativos brindados por la institución al personal herido –fl 37 a 38-.

En cumplimiento de dicha orden, luego de haberse tramitado el incidente de desacato, las diversas dependencias dieron cumplimiento a la orden constitucional, procediendo con la conformación de la Junta Médico-Laboral, la cual dictaminó una disminución de la capacidad laboral equivalente a 30.04%; le fue reconocida una indemnización igual a $10.390.995 –fl 28 y 29- y recibió orientación laboral y educativa, encontrándose en la actualidad el citado trámite archivado de manera definitiva.

No obstante lo anterior, el mismo demandante de manera reiterada solicitó -en varias oportunidades- dentro del citado incidente el reconocimiento de las prestación económica prevista en el artículo 40 de la Ley 48 de 1993, consistente en el pago de un salario mínimo mensual por el tiempo que dure desempleado y hasta su incorporación laboral –fls 50, 70, 73, 74, 80 y 81-, petición en relación con la cual se pronunció la Sala mediante providencias de fecha 29 de febrero, 22 de abril y 15 de junio de  2016, de manera negativa al considerar que la providencia que amparó el derecho fundamental al debido proceso, ordenó el pago de las prestaciones económicas a que hubiera lugar, si se daban los presupuestos legales, lo cual efectivamente ocurrió, pues no otra razón llevó a la Dirección de Prestaciones del Ejército Nacional a reconocer y pagar la indemnización por disminución de la capacidad laboral del orden de $10.390.995.

En consideración con lo expuesto, la Sala ordenó el cierre del incidente, no sin antes precisarle al actor que debía acudir a la vía ordinaria para que allí, luego de tramitar con las ritualidades propias del proceso que corresponda,  se tomara la decisión que en derecho corresponda.

A pesar de lo prevenido, se tiene conocimiento que el actor inició una nueva acción, esta vez tramitada ante el Tribunal Administrativo de Risaralda, en donde logró que en providencia de fecha 27 de marzo de 2015 esa Corporación ordenara a la dependencia antes mencionada el pago de la licencia por enfermedad generada desde el momento en que fue incapacitado hasta la fecha; no obstante la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado en decisión de fecha 22 de noviembre de 2015, al resolver la consulta de la sanción impuesta al Director de Prestaciones Sociales del Ejercito Nacional, por el incumplimiento del fallo, revocó la misma al estimar que este funcionario estaba en la imposibilidad legal de dar cumplimiento a la orden de tutela, pues la normatividad aplicable al caso no consagra el pago de incapacidades –fls 54 a 67-
Cómo si lo anterior fuera poco, también en el trámite incidental se supo que nuevamente el señor Jhon Édison Ortiz Ortiz hizo uso de la acción de tutela para reclamar, esta vez ante la Sala Disciplinaria Jurisdiccional, el pago de la prestaciones consagradas en el literal h del artículo 40 de la Ley 48 de 1993 –fl 83 a 86-, despacho que, luego de solicitar copia de la actuación surtida en esta Sala de Decisión, declarará la improcedencia del trámite, pues lo pretendido ya había sido decidido por esta Corporación y por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado –fl 91 a 95-.

En la actualidad, con idénticas pretensiones a las contenidas en la acción de tutela conocida en el pasado por esta Corporación –fl 31 a 35- y la tramitada ante la Sala Disciplinaria Jurisdiccional Seccional Risaralda –fl 80 a 86- e identidad de partes, el actor reclama nuevamente por la vía constitucional el pago de un “salario mínimo legal mensual como lo establece el parágrafo del literal h del artículo 40 de la Ley 48 de 1993 que reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización desde la fecha en que debía hacerme la notificación personal del Acta de Junta Médica Laboral No 75222 del 3 de diciembre de 2014 y hasta cuando se incorpore laboralmente”.

Cómo puede observarse, todas las acciones iniciadas por el actor están encaminadas al pago de las acreencias económicas previstas en el literal h del artículo 40 de la Ley 48 de 1993, pues aun cuando algunos hechos resultan novedosos en cada una de las acciones, ello ocurre en virtud a que han trascurrido más de 12 años desde el momento en que se produjo la lesión que disminuyó su capacidad laboral – 11 de agosto de 2005- y las serie de tutelas que ha iniciado.
Lo anterior es así por cuanto en la actualidad reclama el pago de la prestación prevista en el literal h del artículo 40 de la Ley 48 de 1993, argumentando que la tardanza en la notificación del Acta de Junta Médico Laboral No 75222 del 3 de diciembre de 2014, sólo se hizo efectiva el 16 de marzo del año en curso, debido a una orden de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado –hechos 2 y 3 de la acción-, lo cual no resultan suficientes para justificar la interposición de la presente acción, toda vez que por el término de casi 4 años la jurisdicción constitucional le ha negado tal pretensión, lapso en el cual, conforme lo indicó la Sala en las providencias por medio de las cuales ordenó el archivo del incidente de desacato radicado No 2013-00143, ya habría iniciado y obtenido una decisión por la vía ordinaria.
A más de lo anterior, se tiene que aun cuando no lo solicita en la presente acción, insinúa la necesidad de realización de una nueva calificación de pérdida de capacidad laboral, cuando estos fueron los mismos argumento que consideró esta Sala el 27 de noviembre de 2013, al ordenarle a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional convocar a la Junta Médico – Laboral, para que fuera valorada nuevamente la disminución de su capacidad laboral, que inicialmente había sido dictaminada en 11% -fl 42-.

Así las cosas ninguna duda ofrece la ausencia de buena fe en el actuar del demandante al interponer la presente acción, por lo que resulta temrario su proceder y en ese sentido, se denegará y se fijará a título de costas a cargo del actor,  conforme lo establece el artículo 25 del Decreto 2591 de 1991, la suma de $737.717. 
Así mismo se compulsaran copias con destino a la Fiscalía General de la Nación con el fin de que investigue la posible conducta penal en la que ha incurrido contra la administración de justicia.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE
PRIMERO: DENEGAR la protección constitucional del derecho fundamental al mínimo vital del señor JHON EDISON ORTIZ ORTIZ 
SEGUNDO: CONDENAR en costas al señor JHON EDISON ORTIZ ORTIZ a favor de la Dirección de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional, las cuales se fijan en la suma de SETECIENTOS TREINTA Y SIENTE MIL SETECIENTOS DIECISIETE PESOS ($737.717.) 
TERCERO: COMPULSAR copias de la presente actuación ante la Fiscalía General de la Nación, con el fin de investigue al señor JHON EDISON ORTIZ ORTIZ, por la posible comisión de una conducta penal contra la administración de justicia.
CUARTO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes, comunicándoles que cuentan con el término de tres días hábiles para impugnar la decisión. 

QUINTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� T-151-12 


� Ibídem 
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